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Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 
Ramos Torres y el Juez Candelaria Rosa. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de diciembre de 2021. 

El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) desestimó, por 

prescripción, una reclamación por despido injustificado.  

Adelantamos que procede la confirmación de la sentencia apelada, 

pues el término comenzó a transcurrir con el despido de las partes 

querellantes, y no luego de que, supuestamente, el patrono 

incumpliese con su obligación de otorgar preferencia a dichas partes 

al ocupar nuevamente sus antiguas plazas.  

I. 

 La acción de referencia (la “Querella”), por despido 

injustificado, se presentó el 20 de septiembre de 2019, por las Sas. 

Arelis Solís Crespo, Nayadeth Torres Castillo y Nori Pagán González 

(las “Empleadas”) contra el Ryder Memorial Hospital, Inc. (el 

“Patrono”), bajo el trámite sumario dispuesto por la Ley Núm. 2 del 

17 de octubre de 1961, 32 LPRA secs. 3118 et seq. 

Se alegó que el Patrono despidió injustificadamente a las 

Empleadas, por lo que se reclamó la indemnización que dispone la 
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Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976 (“Ley 80”), según enmendada, 

29 LPRA secs. 185 et seq.  Según la Querella, el 27 de noviembre de 

2017, el Patrono suspendió temporera e indefinidamente de empleo 

y sueldo a las Empleadas, y estas nunca fueron reintegradas a sus 

puestos.  Las Empleadas también aseveraron que el Patrono 

infringió el Artículo 5 de la Ley 80, al no emplearlas dentro de los 6 

meses siguientes al despido, ni otorgarles preferencia en el reempleo 

durante dicho período. 

Luego de varios trámites, el Patrono presentó una Moción de 

Desestimación de las Causas de Acción de Epígrafe por Haber 

Transcurrido el Término Prescriptivo Aplicable (la “Moción”).  Arguyó 

que la Querella estaba sujeta al término prescriptivo de un año, 

establecido por las recientes enmiendas a la Ley 80 (véase el Artículo 

12 de la Ley 4-2017).   

El Patrono expuso que el despido de las Empleadas ocurrió 

luego de la aprobación de las referidas enmiendas.  Expuso que no 

fue hasta julio de 2019, casi dos años luego del despido, que las 

Empleadas realizaron un reclamo extrajudicial y que, aun 

asumiendo que dicho reclamo cumplió con los requisitos para 

interrumpir el término prescriptivo, ya para dicha fecha la Querella 

estaba prescrita.   

Las Empleadas se opusieron a la Moción; en esencia, 

plantearon que el término no comenzó a transcurrir hasta 9 meses 

luego del despido, pues la causa de acción no habría surgido hasta 

que pasaron tres meses luego del despido, sin que el Patrono las 

reintegrara a sus puestos, con lo cual se configuró el despido y, 

luego, seis meses adicionales, sin que el Patrono cumpliera con su 

obligación de otorgarles preferencia al volver a ocupar las plazas. 

Mediante una Sentencia notificada el 29 de septiembre de 

2021, el TPI desestimó la Querella, por razón de prescripción. 
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El 12 de octubre (martes, al día siguiente de un día feriado), 

las Empleadas presentaron el recurso de referencia.  El Patrono 

presentó su alegato en oposición.  Resolvemos. 

II. 

El Artículo 2 de la Ley 80, según enmendado por el Artículo 

4.4 de la Ley 4-2017, dispone que: 

Se entenderá por justa causa para el despido de 
un empleado aquella que no esté motivada por 
razones legalmente prohibidas y que no sea 

producto del mero capricho del patrono. Además, 
se entenderá por justa causa aquellas razones 

que afecten el buen y normal funcionamiento de 
un establecimiento que incluyen, entre otras, las 
siguientes: 

 
(a) Que el empleado incurra en un patrón de 

conducta impropia o desordenada. 

 
(b) Que el empleado incurra en un patrón de 

desempeño deficiente, ineficiente, 
insatisfactorio, pobre, tardío o negligente. 
Esto incluye incumplir con normas y 

estándares de calidad y seguridad del 
patrono, baja productividad, falta de 
competencia o habilidad para realizar el 

trabajo a niveles razonables requeridos por 
el patrono y quejas repetidas de los clientes 

del patrono. 
 
(c) Violación reiterada por el empleado de las 

reglas y reglamentos razonables 
establecidos para el funcionamiento del 

establecimiento siempre que copia escrita 
de los mismos se haya suministrado 
oportunamente al empleado. 

 
(d) Cierre total, temporero o parcial de las 

operaciones del establecimiento. En 

aquellos casos en que el patrono posea 
más de una oficina, fábrica, sucursal o 

planta, el cierre total, temporero o 
parcial de las operaciones de cualquiera 
de estos establecimientos donde labora 

el empleado despedido, constituirá justa 
causa para el despido a tenor con este 

Artículo. 
 

(e) Los cambios tecnológicos o de 

reorganización, así como los de estilo, 
diseño o naturaleza del producto que se 
produce o maneja por el establecimiento y 

los cambios en los servicios rendidos al 
público. 
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(f) Reducciones en empleo que se hacen 
necesarias debido a una reducción en el 

volumen de producción, ventas o 
ganancias, anticipadas o que prevalecen al 

ocurrir el despido o con el propósito de 
aumentar la competitividad o 
productividad del establecimiento. 

 
No se considerará justa causa para el despido de 
un empleado la colaboración o expresiones 

hechas por éste, relacionadas con el negocio de 
su patrono, en una investigación ante cualquier 

foro administrativo, judicial o legislativo en 
Puerto Rico, cuando dichas expresiones no sean 
de carácter difamatorio ni constituyan 

divulgación de información privilegiada según la 
ley. En este último caso, el empleado así 

despedido tendrá derecho, además de cualquier 
otra adjudicación que correspondiere, a que se 
ordene su inmediata restitución en el empleo y a 

que se le compense por una cantidad igual a los 
salarios y beneficios dejados de percibir desde la 
fecha del despido hasta que un tribunal ordene la 

reposición en el empleo. (Énfasis suplido). 
 

Igualmente, el Artículo 4.5 de la Ley 4-2017 enmendó el 

Artículo 3 de la Ley 80 para que leyera de la siguiente forma: 

En cualquier caso en que se despidiesen 
empleados por las razones indicadas en los 

incisos (d), (e) y (f) del Artículo 2 de esta Ley, el 
patrono estará obligado a retener con 

preferencia en el empleo a los empleados de 
más antigüedad siempre que subsistan 
puestos vacantes u ocupados por empleados 

de menos antigüedad en el empleo dentro de 
su clasificación ocupacional que puedan ser 

desempeñados por ellos, entendiéndose que se 
dará preferencia a los empleados despedidos 
en caso de que dentro de los seis (6) meses 

siguientes a su cesantía tuviere necesidad de 
emplear a una persona en labores iguales o 
similares a las que desempeñaban dichos 

empleados al momento de su despido y dentro 
de su clasificación ocupacional, siguiéndose 

también el orden de antigüedad en la 
reposición. No obstante, al momento del despido 
como en la nueva contratación, cuando exista 

una diferencia razonablemente clara o evidente a 
favor de la capacidad, productividad, desempeño, 

competencia, eficiencia o historial de conducta de 
los empleados comparados, el patrono podrá 
seleccionar a base de dichos criterios. (Énfasis 

suplido). 
 

Por su parte, el Artículo 5 de la Ley 80, según enmendado por 

el Artículo 4.7 de la Ley 4-2017, indica que “[a] los efectos de esta 

Ley se entenderá por despido, además de la cesantía del empleado, 
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su suspensión indefinida o por un término que exceda de tres (3) 

meses […]”. 

Por otro lado, la Ley Núm. 15 de 14 de abril de 1931, conocida 

como la Ley Orgánica del Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos de Puerto Rico (Ley Núm. 15),1 le permite al Secretario del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos aprobar unas guías 

para dar a conocer la postura del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos en cuanto a varias leyes que regulan el empleo 

en el sector privado en Puerto Rico.2  La Guía recoge la normativa 

jurisprudencial interpretativa de la Ley 80.  Entre estos principios 

que establece la Guía se encuentran la discusión sobre el tema El 

concepto de la justa causa, a saber: “Para fines de la legislación, el 

Artículo 5 de la Ley Núm. 80 define el despido de un empleado como: 

aquella cesantía que se notifica expresamente; su suspensión 

indefinida o por un término que exceda de tres (3) meses […]”.3 

Para una mejor comprensión del tema, la Guía añade lo 

siguiente: 

El cierre parcial temporero es aquél en que se 

descontinúan ciertas operaciones de un 
establecimiento por un periodo de menos de seis 

(6) meses, permaneciendo otras en operación. 
Una reducción parcial en el empleo es aquella en 
que el patrono reduce el número de empleados 

que se desempeñan en la empresa, sin 
descontinuar operaciones, pero reduciendo el 
volumen o magnitud de estas.  Ambas situaciones 

antes expresadas reciben un tratamiento similar 
bajo la ley. Este cierre se debe examinar en dos 

circunstancias, a saber: 
 

1. Cuando el cierre parcial temporero es por 
un término de tres (3) meses o menos. 

 
2. Cuando el cierre parcial temporero se 

prolonga por más de tres (3) meses, pero 
menos de seis (6) meses. En el caso de 
cierre parcial temporero por tres (3) meses 

o menos, el patrono no tiene que seguir un 
orden de antigüedad para suspender 

 
1 3 LPRA sec. 305. 
2 Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Guías para la Interpretación de 
la Legislación de Puerto Rico, (1era ed. 2019) (la “Guía”). 
3 Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, supra, Sección 9.2: El concepto 
de la justa causa, a la pág. 124. 
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trabajadores ya que la ley no lo requiere por 
no considerar esa suspensión como un 

despido. Cuando el patrono reabre la parte 
del negocio que había cerrado, está 

obligado a emplear preferentemente, 
siguiendo el orden de antigüedad según ya 
se ha explicado, a los empleados 

suspendidos si es que surgen puestos 
dentro de las clasificaciones ocupacionales 
que éstos desempeñaban al ser 

suspendidos. En la eventualidad de que el 
patrono no observe esta regla, el trabajador 

con derecho a ser reempleado con 
preferencia se puede dar por despedido y 
tendrá derecho a reclamar a su ex patrono 

a base de la Ley Núm. 80, supra, en cuyo 
caso la justificación que tuvo originalmente 

el patrono para suspender al trabajador no 
serviría como defensa. Si el cierre parcial 
temporero que originalmente se estimó 

que duraría menos de tres (3) meses se 
prolonga por más de tres (3) meses, 

entonces los trabajadores originalmente 
suspendidos se considerarán como 
despedidos por disposición específica de 

ley. En este caso pueden requerir de su 
patrono que se les reemplee sustituyendo a 
trabajadores con menos antigüedad que 

puedan haber sido retenidos en ocasión de 
las suspensiones y que ocupen puestos 

dentro de la misma clasificación 
ocupacional. En estas circunstancias si el 
patrono no reemplea a los trabajadores con 

derecho a ser retenidos preferentemente en 
caso de despido será responsable bajo la 
Ley Núm. 80, supra, y la justificación 

original para la suspensión no le sirve de 
defensa.4 (Énfasis suplido). 

 

Finalmente, respecto a la prescripción, la Ley 80, según 

enmendada por el Artículo 2.18 de la Ley 4-2017, indica lo siguiente: 

Las acciones derivadas de un contrato de empleo 
o los beneficios que surgen en virtud de un 
contrato de empleo, prescribirán al año, contado 

a partir del momento en que se pueda ejercer la 
acción, a menos que se disponga expresamente 

de otra manera en una ley especial o en el 
contrato de empleo. No obstante, las causas de 
acción surgidas previo a la vigencia de esta 

Ley, tendrán el término prescriptivo bajo el 
ordenamiento jurídico anterior aplicable. 
(Énfasis suplido). 

 

 
4 Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, supra, Sección 9.4: Cierre total, 
temporero o parcial de operaciones del negocio, a las págs. 139-140. 
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Por su parte, el Artículo 12 de la Ley 80, según enmendado 

por el Artículo 4.13 de la Ley 4-2017, establece lo siguiente: 

Los derechos que concede esta Ley prescribirán 
por el transcurso de un (1) año a partir de la 
fecha efectiva del despido mismo. Las 

reclamaciones por despidos realizados previo a la 
fecha de vigencia de la “Ley de Transformación y 
Flexibilidad Laboral” quedarán sujetas al término 

de prescripción previamente en vigor. (Énfasis 
suplido). 

 

Según vemos, el Artículo 2.18 de la Ley 4-2017 únicamente 

aclaró que, si la reclamación surgía antes de la vigencia de la ley (26 

de enero de 2017), la misma estaría sujeta al término anterior (3 

años).  Por otro lado, el Artículo 4.13 de la Ley 4-2017 redujo el 

término prescriptivo para presentar una causa de acción por 

despido injustificado a un año.  Este término será contado a partir 

de la fecha de efectividad del despido mismo. 

III. 

 En síntesis, las Empleadas sostienen que el TPI incidió al no 

considerar que las contrataciones hechas por el Patrono 

constituyeron una violación al Artículo 3 de la Ley 80, lo que generó 

un nuevo término prescriptivo, que comenzó a transcurrir a los 6 

meses siguientes al 27 de febrero de 2018, fecha en que se configuró 

el despido.  No tienen razón.  Tal planteamiento nace de una 

interpretación totalmente errada del alcance designado al Artículo 3 

de la Ley 80.  

 El referido artículo se limita a establecer que, si surge la 

necesidad de contratar a alguien dentro de los 6 meses posteriores 

a la cesantía, en labores similares a las que realizaban los empleados 

despedidos y dentro de su clasificación ocupacional, el patrono 

deberá reemplear preferentemente a los empleados cesanteados, 

respetando el mismo orden de antigüedad.  El mismo nada dispone 

sobre el término prescriptivo que tiene un empleado para instar una 

acción por despido injustificado.   
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El asunto de la prescripción es atendido por el Artículo 12 de 

la Ley 80, según enmendada, al disponerse que el término 

prescriptivo de un año será contado a partir de la fecha de 

efectividad del despido mismo.  Así, por disposición expresa del 

referido artículo, las Empleadas tenían, a lo sumo, hasta el 27 de 

febrero de 2019 para presentar su causa de acción.  Sin embargo, 

la Querella fue presentada el 20 de septiembre de 2019, es decir, en 

exceso del término prescriptivo de un año provisto por la Ley 80.  

Finalmente, y contrario a lo que sostienen las Empleadas, el 

término prescriptivo no fue interrumpido mediante la reclamación 

extrajudicial cursada el 17 de julio de 2019.  Ello porque, para dicha 

fecha, ya el término de un año había vencido (desde, como tarde, el 

27 de febrero de ese año).   

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Sánchez Ramos disiente porque, aunque las 

Empleadas no lo plantean, el término aplicable a su reclamación, en 

estas circunstancias, es el de tres años, por las razones consignadas 

en su voto disidente en Centeno v. Doctor’s Center Hosp., 

KLCE202001151, Sentencia del 14 de abril de 2021. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


